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			César Duarte: el saqueo atroz

			Mediante una bien aceitada red de corrupción, a la que incorporó a socios, amigos, compadres, colaboradores y familiares, el exgobernador de Chihuahua César Horacio Duarte Jáquez, prófugo de la justicia desde octubre de 2017, consumó uno de los saqueos más escandalosos a las arcas del estado, se enriqueció a manos llenas, benefició al crimen organizado, en particular al Cártel de Juárez, y al término de su mandato dejó una deuda histórica de más de 47 000 millones de pesos. Y lo peor: se fugó ante los ojos de todo el mundo, incluida la Procuraduría General de la República (PGR), y está libre.

			Tan pronto terminó su mandato —uno de los peores en la historia reciente de Chihuahua—, César Duarte cruzó la frontera y se refugió en Texas; se afirma que también se le ha visto en Nuevo México, en las residencias de lujo que adquirió como gobernador y ahora utiliza para ocultarse de la justicia mexicana o para esperar que el gobierno de Estados Unidos le conceda el asilo político que solicitó, al declararse perseguido por el Estado mexicano.

			El caso de corrupción política e institucional que protagonizó Duarte Jáquez —muy parecido a los que condujeron a prisión a los exmandatarios de Veracruz (Javier Duarte de Ochoa), Quintana Roo (Roberto Borge Angulo) y Tamaulipas (Eugenio Hernández Flores)— también salpicó de lleno al Partido Revolucionario Institucional (PRI) y a su exdirigente, Manlio Fabio Beltrones, a quien se acusa de idear y operar, a través de terceros, el perverso plan para distraer recursos públicos federales de varios estados y así financiar las campañas políticas de candidatos a gobernadores en los estados en los que el PRI no era gobierno.

			Además de Chihuahua, el saqueo, según los señalamientos y las investigaciones oficiales, se efectuó en Quintana Roo, Veracruz y Tamaulipas, donde se repitió el modelo de la creación de empresas fantasma y contratos de obras que nunca se ejecutaron para triangular recursos públicos que se canalizaron al PRI con el fin de apoyar económicamente a sus respectivos candidatos a puestos de elección popular. En 2016 hubo elecciones de gobernador en 12 entidades; también se renovaron congresos locales y presidencias municipales.

			Manlio Fabio Beltrones, exdirigente del tricolor, enfrenta serias acusaciones por haber sido el artífice de esas maniobras financieras cuando dirigía el PRI. A principios de enero de 2018, Alejandro Gutiérrez, su principal operador, fue encarcelado bajo el cargo de peculado agravado, al acreditarse que dispuso de 250 millones de pesos del gobierno de Chihuahua —entregados por César Duarte y sus principales colaboradores— para fondearlos en el PRI y financiar las campañas a gobernadores de 2016.

			Como las investigaciones continuaron y el nombre de Manlio Fabio Beltrones salió a relucir como el estratega de las maniobras, el lunes 8 de enero de 2018 el exgobernador de Sonora tuvo que tramitar un amparo ante la justicia federal para no ser detenido, pues de las investigaciones que llevan a cabo la fiscalía de Chihuahua y la PGR se desprende que el sonorense está seriamente implicado en la distracción de recursos públicos en varios estados del país, que sirvieron para apuntalar las finanzas del PRI.

			Lo curioso de todo es que en la elección de 2016 el PRI perdió siete gubernaturas, entre otras las de Veracruz, Tamaulipas y Chihuahua —de donde se desviaron recursos públicos— y fue a Beltrones a quien le atribuyeron los descalabros electorales; sin embargo, en su momento el exsenador de la República reviró y dijo que la causa de la derrota tuvo que ver con los escándalos de corrupción de algunos gobernadores y, sobre todo, con los malos gobiernos que encabezaron, lo cual hizo insostenible la posibilidad de un triunfo real.

			El problema de la corrupción política fue un tema trascendental en los diagnósticos del Revolucionario Institucional: poco antes de que arrancaran las campañas, Beltrones estaba consciente de que venía la debacle y, según se pudo saber, él mismo sugirió al presidente de la República Enrique Peña Nieto que era urgente y necesario proceder penalmente en contra de algunos gobernadores, porque el riesgo de perder las gubernaturas era inminente. Y algo peor: el escenario para el 2018 se tornaría harto complicado. Paralelamente, Beltrones también denunció otro grave problema: que el narcotráfico estaba detrás de muchos candidatos priistas, particularmente en Tamaulipas, tierra de nadie, donde los cárteles del Golfo y Los Zetas ya habían entrado en arreglos con los abanderados del PRI. Beltrones pidió el relevo de los candidatos priistas porque, dijo, “no vamos a permitir que el crimen organizado se infiltre en las campañas”. Pero de nada sirvió el llamado.

			Peña Nieto habría escuchado un tanto preocupado la propuesta de Manlio Fabio Beltrones. Ya eran un verdadero desastre el gobierno de Javier Duarte y la escandalosa gestión de Roberto Borge, ambos acusados de saqueo, desvío de recursos y enriquecimiento inexplicable.

			Javier Duarte se ufanaba en Veracruz de haberle entregado a Peña Nieto cerca de 3 000 millones para su campaña y se sentía intocable; en Quintana Roo, Borge Angulo despilfarraba el erario, vendía los terrenos de más alta plusvalía a precios irrisorios y beneficiaba a sus familiares con cientos de hectáreas cuyo atractivo más importante era su ubicación frente al mar Caribe.

			De igual forma, el gobierno de César Duarte atraía los reflectores tras ser acusado de desviar dinero público para el PRI y para su bolsillo. Mediante una decisión dictatorial ordenó descontar a los empleados del gobierno 200 pesos quincenales. El dinero iba a parar a las arcas del PRI y sus principales colaboradores se despachaban con la cuchara grande en medio de aquel festín: era la danza de los millones, la locura gubernamental.

			Sin embargo, en el momento más álgido de las campañas para gobernadores Peña Nieto no quiso hacer justicia y asumió los costos de la impunidad. Cobijó a los gobernadores hasta que los nuevos mandatarios arribaron al poder y detonaron los escándalos de corrupción. Salvo el Estado de México y Coahuila —que el PRI ganó mediante fraude electoral—, este partido perdió el resto de las gubernaturas, alcaldías y la mayoría en casi todos los congresos que se disputaron. El Partido Acción Nacional (PAN), en alianza con el Partido de la Revolución Democrática (PRD), le asestaba un duro golpe al PRI, aunque en gran medida los exmandatarios pavimentaron con sus actos de corrupción el camino de la derrota así como la ruta que los condujo a la cárcel o a evadir la justicia. Hasta el mes de enero de 2018 el único exmandatario que seguía prófugo era César Duarte, avecindado en Texas, en espera de una extradición o de que el gobierno de Donald Trump lo acepte como asilado político.

			Miguel Ángel Yunes Linares —cuyo proyecto político es dejar a su hijo como gobernador en 2018— se aprestó a desnudar todas las corruptelas de Javier Duarte: documentó el descomunal saqueo, la compra de propiedades dentro y fuera de México, el uso del poder para fines personales. De igual forma acreditó, conjuntamente con la PGR, que mediante una red de empresas fantasma se desviaron recursos del orden de los 30 000 millones de pesos, que lo mismo se utilizaron para financiar campañas que para la compra de propiedades en el extranjero a través de testaferros.

			Lo mismo hizo César Duarte en Chihuahua desde que tomó posesión como gobernador, en octubre de 2010. En ese estado se utilizó un esquema similar a los de Veracruz y Tamaulipas. Y cuando se iniciaron las investigaciones estas alcanzaron a los principales colaboradores de César Duarte y a altos exfuncionarios del PRI, entre otros a Alejandro Gutiérrez, principal operador de Manlio Fabio Beltrones.

			En todo este embrollo y danza de millones también resultó salpicado el exsecretario de Hacienda, Luis Videgaray, quien fue una pieza clave para la entrega de los recursos federales que a la postre se utilizaron para el financiamiento de las campañas políticas del PRI.

			La fiscalía de Chihuahua documentó que Alejandro Gutiérrez —quien fungió como secretario general del PRI cuando Beltrones fue dirigente de ese partido— había sido detenido por las policías federal y estatal de Chihuahua por el delito de peculado agravado.

			De igual forma, se giraron órdenes de aprehensión en contra de exfuncionarios del gobierno de César Duarte por diversos delitos, pero también resultaron implicados en las maniobras financieras para traspasar dinero público al PRI.

			Ellos son el exsecretario de Educación, Ricardo Yáñez Herrera; Karla Areli Jurado Bafidis, exdirectora de Administración de la Educación; el exdirector de Adquisición y Administración de la Secretaría de Hacienda y diputado federal suplente, Enrique Antonio Tarín García, y Gerardo Villegas Madriles, exdirector de Administración de la misma dependencia y sobrino del exgobernador César Duarte.

			El caso alcanzó su punto máximo de ebullición cuando el periódico The New York Times, en su edición del 20 de diciembre de 2017, hizo estallar el escándalo del desvío de fondos públicos al PRI y colocó los reflectores precisamente en el operador de Manlio Fabio Beltrones, Alejandro Gutiérrez, personaje que el diario estadunidense describió como “un político veterano del PRI y aliado del presidente Enrique Peña Nieto”.

			Firmado por los periodistas Azam Ahmed y Jesús Esquivel, el texto deslizó los primeros pormenores de una investigación que implica a buena parte del aparato priista que estuvo a cargo de las elecciones en 2016, y da cuenta de que la Secretaría de Hacienda fortaleció las finanzas de los estados de Chihuahua, Veracruz y Tamaulipas —por citar solo tres entidades—, donde los respectivos mandatarios (solo Egidio Torre, exgobernador de Tamaulipas, goza de libertad y no enfrenta juicio alguno) crearon empresas fantasma y establecieron contratos con compañías de amigos y compadres para desviar dinero y de esa forma financiar las campañas políticas del PRI.

			La nota del New York Times añade otros elementos: 

			En ese momento, los principales funcionarios del PRI estaban preocupados por perder las elecciones estatales en junio de 2016. Los exfuncionarios estatales dicen que el patrón de malversación de fondos para financiar las elecciones se produjo en varios estados donde el PRI temía perder el control.

			Los documentos revisados por The New York Times se centran en gran medida en el esquema de malversación en Chihuahua. Según los registros, millones de dólares del gobierno federal fueron transferidos en enero de 2016 al estado con el propósito de ser utilizados en el sector educativo.

			Luego, el dinero se desvió a cuatro compañías utilizadas para malversar los fondos, un negocio que el auditor fiscal del país ha incluido en la lista negra por ser empresas falsas, según los contratos gubernamentales que se firmaron.

			Esas compañías, supuestamente contratadas por el estado de Chihuahua para proporcionar servicios educativos, recibieron casi 14 millones de dólares en sus cuentas, según los contratos y los registros que muestran que el dinero se había recibido.

			Pero las empresas no proporcionaron el servicio, según las declaraciones juradas de los actuales funcionarios de educación del estado. En cambio, el dinero se convirtió en efectivo y se devolvió al PRI para que fuera utilizado en las campañas electorales, según los antiguos funcionarios del estado vinculados al plan.

			Uno de esos funcionarios llamado Ricardo Yáñez está cumpliendo una sentencia en prisión de cuatro años. Sin embargo, no todo el dinero se destinó a fines políticos. Alrededor de 230 000 dólares se depositaron directamente en una cuenta comercial operada por Gutiérrez, exsecretario del PRI, según los registros bancarios y las declaraciones de los testigos.

			De acuerdo con el mencionado diario, los contratos y registros bancarios muestran que millones de dólares se destinaron a algunas de las mismas empresas falsas, o bien a empresas conectadas con ellas en los estados de Sonora y Durango. Los registros bancarios, de acuerdo con esta información, muestran que cientos de miles de dólares se depositaron en algunas compañías en el estado de Colima. En su testimonio rendido ante las autoridades, algunos de los exfuncionarios implicados en esta megatriangulación de fondos dijeron que también se realizaron movimientos millonarios desde las arcas de los estados de Veracruz y Tamaulipas.

			Luego, el periódico centra su atención en las maniobras de César Duarte, exgobernador de Chihuahua —refugiado en Estados Unidos— y en Manlio Fabio Beltrones. Apunta The New York Times:

			Duarte huyó a Estados Unidos, donde está evadiendo los cargos federales y estatales de corrupción, incluidas las acusaciones de que se robó más de 300 millones de dólares durante su gestión en el estado.

			La hija de Duarte es ciudadana estadunidense y, de acuerdo con los documentos legales, el exgobernador solicitó una tarjeta de residencia permanente, la cual le habrían otorgado sin mayores inconvenientes.

			De acuerdo con el diario, se cree que Duarte vive entre Texas y Nuevo México. Y todos los intentos por contactarlo han resultado infructuosos. El jefe del partido en el momento del plan de financiamiento de la campaña, Manlio Fabio Beltrones, es aliado desde hace muchos años del presidente y su familia.

			Beltrones también es mencionado en el documento de sentencia. Yáñez Herrera manifestó que el exgobernador César Duarte le dijo que Beltrones había ideado el plan de financiamiento. Este dato resulta trascendente, pues Beltrones estaba sumamente preocupado por el virtual descalabro electoral, tal y como ocurrió en las pasadas elecciones.

			Yáñez Herrera —testigo clave de esta danza de millones y triangulaciones— dijo en alguna de sus múltiples declaraciones que en varias ocasiones se reunió con Alejandro Gutiérrez, el operador de Beltrones, así como con otros funcionarios del PRI. En ese momento, afirmó, el PRI ya había perdido las elecciones y fue entonces cuando decidieron disminuir los daños.

			Por donde se vea, la captura de Gutiérrez es un golpe político para el PRI y para Manlio Fabio Beltrones, su exlíder. Gutiérrez no es un personaje menor dentro de dicho partido ni en la operación electoral: fue secretario general adjunto del Comité Ejecutivo Nacional del PRI, diputado federal y senador por el estado de Coahuila.

			A él se le imputan cargos de peculado agravado, lo que derivó de un señalamiento proveniente de un testigo protegido —implicado en el embrollo de los millones transferidos al PRI— que lo vincula con el traspaso de cerca de 250 millones de pesos de las arcas del gobierno de Chihuahua para financiar, en 2016, las campañas electorales de ese partido en varios estados.

			Tras conocer la causa, el juez Octavio Rodríguez Gaytán consideró válida la imputación por desvío de recursos públicos, el cual consistió, según las investigaciones de la fiscalía de Chihuahua, en la simulación de cuatro contratos por prestación de servicios profesionales, pagos por servicios que realizó la Secretaría de Educación, Cultura y Deporte de Chihuahua a las empresas Servicios y Asesorías Samex, SC, Servicios y Asesorías Sinax, Servicios y Asesorías SISASS, SA de CV, y Despacho de Profesionistas Futura, SA de CV, firmas que en total cobraron un monto de 246 millones de pesos por contratos que, según se confirmó, nunca se cumplieron.

			Tras la captura de Gutiérrez —efectuada en el estado de Coahuila—, Manlio Fabio Beltrones salió en su defensa: dijo que su excolaborador fue detenido con pruebas falsas y carentes de toda validez jurídica, y en abierta violación a sus derechos fundamentales. Y también defendió su actuación como presidente del PRI: “El presidente del PRI no puede firmar, y no firmó, convenio alguno con los gobernadores para acordar la transferencia de recursos federales”.

			Formado a la sombra de Fernando Gutiérrez Barrios —quizá uno de los personajes más singulares de su tiempo, una mezcla entre el mafioso y el político— y amigo personal de Luis Donaldo Colosio —“La bala que mató a Colosio también mató mi carrera política”, manifestó tras el asesinato de su paisano—, Beltrones no ahorró palabras en su autodefensa:

			“Es inverosímil que el presidente del CEN del PRI haya instruido a un gobernador sobre el destino de recursos, pues ello corresponde al propio ejecutivo estatal en el marco de sus atribuciones”. Más adelante fustigó la información periodística que lo implica como autor intelectual del esquema de financiamiento de las campañas de su partido en 2016 con dinero público.

			Sin rodeos, expuso que la información periodística que lo embarra en dichas maniobras está basada en filtraciones y conjeturas inverosímiles surgidas a partir de una indagatoria de la fiscalía de Chihuahua, sustentada, a su vez, en declaraciones de un testigo protegido beneficiado, “figura de oprobio judicial que creíamos erradicada con el nuevo Sistema Penal Acusatorio; se imputan nexos que no existen ni existieron entre funcionarios de Chihuahua e integrantes del Comité Ejecutivo Nacional del PRI cuando estuvo a mi cargo, de agosto de 2015 a julio de 2016”.

			Luego se centró en el gobernador Javier Corral, cuya principal promesa de campaña fue encarcelar a su antecesor, César Duarte: “Lamentablemente, el gobernador Javier Corral y el fiscal del estado de Chihuahua han faltado a su deber y vulnerado la justicia al actuar con testigos protegidos que aportan declaraciones a modo para alimentar irresponsablemente con filtraciones la hoguera mediática, buscando beneficios en la temporada electoral”.

			Tras el descalabro del PRI en 2016, Manlio Fabio Beltrones también justificó la derrota de su partido —la más lastimosa de su historia—: “Hoy toca hacer una pausa necesaria”, dijo el priista al hacer un balance de la elección del 5 de junio, cuando el PRI perdió siete de 12 gubernaturas, entre otras, las de los estados donde había gobernado durante 86 años: Durango, Quintana Roo, Veracruz y Tamaulipas.

			Luego matizó: “Esto es un tropiezo electoral, pero no una derrota”.

			El golpe electoral y político para el presidente Enrique Peña Nieto y para el PRI cimbró toda la estructura del mismo. Desde ese momento se empezó a avizorar el peor escenario para las elecciones presidenciales de 2018.

			En su balance, Manlio Fabio Beltrones cuestionaba a los malos gobiernos que coadyuvaron a la derrota de su partido. En su discurso fue elocuente: 

			Estoy convencido de que los priistas estamos obligados a hacer una profunda y seria reflexión sobre lo que ocurrió en la jornada electoral del 5 de junio, tanto por la enorme responsabilidad que tenemos con los ciudadanos de los estados y municipios donde triunfamos, como en los que, no obstante nuestro esfuerzo, no pudimos alcanzar la mayoría. Los resultados dan cuenta de que el PRI es el partido que más votos obtiene y el único que compite con posibilidades de éxito en cada elección y en todos lados.

			Todos coincidimos en que debemos hacer un análisis minucioso y objetivo de las circunstancias en que se dio este proceso y de sus resultados. Nuestra responsabilidad como primera fuerza política nacional así lo exige.

			Hay que resaltar que, como siempre, nuestro partido se preparó para el proceso electoral, para enfrentarlo con el trabajo de organización y movilización de nuestros candidatos, proceso difícil por la alta calidad política de nuestros muchos y variados cuadros aspirantes; se hizo siempre incluyendo a las fuerzas y expresiones que componen el partido, lo que se tradujo en unidad y disciplina partidista, en la gran mayoría de las entidades.

			Beltrones fustigó la crítica que en su momento lo sacudió respecto de la imposición de candidatos sin historia: “No admito la errada conseja que afirma que con otros candidatos nuestros resultados hubiesen sido diferentes. La realidad y las circunstancias son las mismas y siguen a la vista de todos”.

			Luego se enfocó en los malos gobiernos, los que sepultaron al PRI: 

			No tengo duda alguna, y hay que decirlo: estamos obligados, como nunca antes, a escuchar la voz y reclamos de los ciudadanos, de todos ellos, votantes priistas y de otros partidos, que exigen mejores resultados en sus gobiernos y el combate a la corrupción e impunidad dondequiera que estas se encuentren.

			Quieren que la modernidad se refleje en los bolsillos de las familias mexicanas; que su trabajo sea mejor remunerado; servicios de salud de calidad y calidez; vivienda digna; seguridad para sus hogares y sus ciudades. No están satisfechos con solamente enterarse de que vamos bien, sino que quieren sentirse bien.

			En siete estados tuvimos un tropiezo electoral pero no una derrota política, y lo digo porque tuvimos a los mejores candidatos y candidatas; sus propuestas hablan por sí mismas de la calidad de los proyectos que propusieron impulsar, calidad muy superior a la de nuestros adversarios, concentrados en solo exhibir el supuesto o real deterioro gubernamental en algunos estados, oferta suficiente para sustentar una confusa alternativa porque nunca fundamentaron una real y completa propuesta de gobierno.

			El balance de Manlio, aquel día aciago para el priismo, estaba muy lejos todavía de convertirse en pesadilla para el político sonorense. El lunes 8 de enero de 2018, en conferencia de prensa, el gobernador de Chihuahua Javier Corral anunciaba acciones legales en contra de Beltrones, quien ya había tomado cartas en el asunto a través de su abogado, Antonio Collado —también defensor de Alejandro Gutiérrez—, y había tramitado un amparo contra cualquier orden de aprehensión en su contra. La medida cautelar también tenía el objetivo de conocer si existían o no investigaciones en su contra. El mandatario chihuahuense asimismo objetaba el bloqueo de la Secretaría de Hacienda para entregarle los recursos que permitirían reforzar las finanzas del estado luego de los desvíos orquestados por Duarte Jáquez.

			CHIHUAHUA: LA NARCOVIOLENCIA

			En 2010, tras concluir su periodo como legislador federal —en su último año fungió como presidente de la Cámara de Diputados— César Horacio Duarte Jáquez, originario de Parral, Chihuahua, empezó a preparar su plataforma de lanzamiento como candidato al gobierno de su estado natal. Entonces el PRI se aprestaba a preparar las mejores credenciales de quien sería su abanderado en la entidad gobernada por el priista José Reyes Baeza Terrazas, que estaba azotada por la corrupción, la desaparición forzada de personas —principalmente mujeres— y el crimen organizado, representado por el Cártel de Juárez y sus diferentes ramificaciones criminales.

			El perfil que delineó el PRI sobre el político chihuahuense dibujaba a un César Duarte impoluto, honesto y honorable, transparente como el agua más prístina y con las más sanas intenciones de transformar la dolorosa realidad de su estado, que se manifestaba, entre otros aspectos, en el aumento de la pobreza, lastre tan pernicioso como la violencia y el narcotráfico.

			Para el PRI, César Duarte era el mesías, el hombre del cambio; nadie como él para revolucionar a un estado que necesitaba fuertes transformaciones sociales, económicas y políticas. El trabajo de marketing no podía ser mejor para colocarlo; era la versión única e irrepetible de un priista que buscaba afanosamente entronizarse en el poder político.

			Así vendió el PRI a su candidato César Duarte, y sus paisanos lo creyeron todo: 

			Es el primer chihuahuense que logra por unanimidad ser presidente del Congreso de la Unión de 2008 a 2009 en la LX Legislatura; fue electo como legislador federal por la vía del voto directo y no de manera plurinominal, posición que le permitió ampliar su visión de Estado sobre los grandes problemas del país, y particularmente de Chihuahua, y gestionar para nuestra entidad más recursos en medio de una crisis económica sin precedentes.

			El maquillaje para quien a la postre resultó un pillastre en el poder era insuficiente. Se necesitaba más color para vender la mentira: la bendición presidencial. Y lo lograron: 

			Al final del ejercicio de su presidencia en el Congreso fue reconocido por el presidente de la República Felipe Calderón, por los logros en la conducción del Poder Legislativo, y también por el resto de las fuerzas políticas que valoraron el nivel de apertura, de puentes y de diálogo político para alcanzar el desarrollo pleno de los temas de la agenda nacional.

			Y la lluvia de elogios no se hizo esperar en la construcción artificial de un candidato: 

			Tribuno brillante y orador elocuente y destacado, César Duarte logró que sus principales iniciativas obtuvieran el consenso del pleno legislativo, sobresaliendo la Ley de Energía para el Campo, la cual fue aprobada por unanimidad, y las reformas para agilizar la aplicación de créditos y recursos a las actividades primarias del país; otra iniciativa de enorme trascendencia social y humana fue la que provocó los cambios a la Ley del Buró de Crédito, donde más de 100 000 chihuahuenses, así como más de 2 millones de mexicanos, fueron liberados de lo que se ha considerado un yugo financiero.

			En su perfil, los publicistas del PRI también incluyeron algunos datos biográficos: que es hijo de un personaje a quien llaman Chano Duarte; que se casó con Bertha Olga Gómez Fong y tuvo tres hijos; que es abogado de profesión, egresado de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez; que pertenece al PRI desde 1979; que fue presidente de la Confederación Nacional Campesina de Chihuahua; que su comida favorita son “los burritos juarenses”.También dicen que viajó varias veces a Guatemala y Colombia para analizar los esquemas de seguridad más eficaces para poder aplicarlos en Chihuahua en contra de la delincuencia organizada.

			En junio de 2010, pocos días después de haber ganado la elección de gobernador, César Duarte lucía sonriente, gozoso de haber sido electo. Tanta era su felicidad que solía decir que no tenía miedo de gobernar el estado de Chihuahua, entonces considerada la entidad más violenta del mundo debido a los enfrentamientos entre las bandas del narcotráfico, en particular los cárteles de Juárez y Sinaloa, enemigos acérrimos desde hacía varios años.

			Se señalaba a César Duarte por haber ganado la elección mediante un fraude electoral, pero el fragor de la violencia era de tal magnitud que las balaceras y las matanzas generadas por los cárteles de Juárez y de Sinaloa —en abierta lucha por el control del estado— apagaban toda protesta en contra de las sucias elecciones.

			Duarte Jáquez conocía, y muy bien, las causas de la violencia generalizada que vivía la entidad, particularmente Ciudad Juárez —territorio sin ley—, pero omitía mencionar a las organizaciones criminales por su nombre. Cuando los reporteros le preguntaban cómo le iba a hacer para gobernar el estado más violento del mundo, el priista respondía: “Primero hay que quitarle ese estigma que se le ha impuesto”, aunque a lo largo de su campaña se refirió a Chihuahua como “una patria ensangrentada, empobrecida y desordenada”.

			Y todas las veces que se le preguntó cuál sería su estrategia para enfrentar al narcotráfico, él siempre respondió que confiaba en el nuevo sistema de seguridad pública; que se aplicaría en Chihuahua un plan piloto de seguridad, y presumía a los cuatro vientos que este sería un modelo que más adelante se pondría en marcha en todo el país.

			Cuando César Duarte asumió la gubernatura, el estado de Chihuahua enfrentaba una verdadera crisis de seguridad. No había estructura policiaca local ni federal que le hiciera frente a la guerra entre los cárteles de Juárez y Sinaloa. En cada uno de los 67 municipios de la entidad había violencia: balaceras, levantones, desapariciones, ejecuciones. En 2010 las cifras más conservadoras daban cuenta de unas 25 000 muertes por los enfrentamientos entre bandas del crimen organizado.

			El triunfo de César Duarte, pese a su discurso elocuente y a sus “buenos propósitos”, no daba ninguna esperanza a los chihuahuenses. Más aún porque el PRI había postulado a varios candidatos presuntamente ligados al narcotráfico. Uno de ellos era Héctor Murguía Lardizábal, abanderado de ese partido a la presidencia municipal de Ciudad Juárez, un territorio corroído por la violencia. Esto derivó en un fuerte escándalo, pero el PRI no reculó y sostuvo a su presunto narcocandidato.

			El entonces presidente estatal del PRI en Chihuahua, Miguel Ángel González, desoyó los cuestionamientos hacia Murguía Lardizábal y, tajante, dijo públicamente:

			“La decisión ya está tomada”, y agregó que esta había recaído en Héctor Murguía “porque era una garantía de triunfo”. Y así, la candidatura de este personaje, pese a su mala fama, recibió el respaldo de la entonces lideresa nacional del PRI Beatriz Paredes Rangel, y del mandatario chihuahuense José Reyes Baeza.

			Pronto empezaron a salir a flote más evidencias que robustecían la versión pública de que Murguía Lardizábal estaba ligado a los cárteles de la droga. Los hechos empezaron a confirmarlo. Durante su administración municipal unos 500 policías se sumaron a la protección de los operadores y sicarios del Cártel de Juárez, entre otros el llamado JL.

			No fue todo: durante la gestión de Murguía Lardizábal, el 17 de enero de 2008 su secretario particular, Saulo Reyes, fue detenido en El Paso, Texas, cuando pretendía sobornar con dinero a agentes del Servicio de Inmigración y Control de Aduanas (ICE, por sus siglas en inglés) para que le permitieran cruzar un cargamento de marihuana.

			Según sus antecedentes, ya antes había cruzado media tonelada de esa droga a territorio estadunidense sin mayores consecuencias, la cual ocultó en una casa de su propiedad ubicada en Horizon City, Texas. La Corte Federal texana lo condenó a ocho años de prisión y al pago de 50 000 dólares. La PGR, por su parte, integró la averiguación previa AP/PGR/CHIH/CDJUA/VI/37/2008 por sus presuntos vínculos con el Cártel de Juárez, así como por la red de corrupción que se integró para proteger los intereses de esta organización criminal en Ciudad Juárez y otras zonas donde el cártel tenía presencia.

			Si alguna duda quedaba de los presuntos nexos de Murguía Lardizábal con el narcotráfico, estos se confirmaron al término de su gestión con los resultados en materia de seguridad: Ciudad Juárez se convirtió en la ciudad más violenta del mundo. En tres años hubo 7 000 muertos, entre ellos 190 policías; 10 000 huérfanos; 250 000 habitantes de esa demarcación emigraron como consecuencia de la violencia; se cerraron cerca de 10 000 negocios; se perdieron aproximadamente 130 000 empleos; 25 000 viviendas fueron abandonadas. Además, el Cártel de Juárez tenía un mercado seguro en el consumo de drogas: había 80 000 adictos a todo tipo de sustancias.

			El narcotráfico lo controlaba todo. Era más que evidente que este había influido en el proceso electoral que llevó a la gubernatura a César Duarte. Un claro ejemplo fue que hombres armados, presuntamente sicarios, se mantuvieron resguardando el municipio de Batopilas —donde el priista Leonel David Hernández Vega ganó la elección en forma apretada y por ello se iba a impugnar el resultado— para impedir que el abanderado del PAN, Jesús Limón, acudiera ante las autoridades electorales a presentar su denuncia por las irregularidades en la contienda.

			En 2010, cuando terminaba el sexenio de José Reyes Baeza, el escenario de violencia en Chihuahua era de miedo. Tan solo en Ciudad Juárez, al término de la administración del entonces alcalde José Reyes Ferriz se contabilizaban cerca de 7 000 muertos. Al gobernador saliente le recriminaban por todas partes que había sido un obstáculo para frenar la lucha contra el narcotráfico en el estado. Y a pesar de que los munícipes le solicitaban que pidiera ayuda a la Federación para detener la oleada de violencia, Reyes Baeza se oponía bajo el argumento de que los alcaldes de otros partidos pretendían utilizar el combate a la delincuencia como bandera política.

			El panorama en Chihuahua era negro. A la ineficiencia del gobernador Reyes Baeza y la colusión de muchos alcaldes con el crimen se sumaba el hecho de que las policías de la entidad se convirtieron en verdaderos brazos armados de los cárteles. Por ello, había acciones que nadie entendía de otra manera más que como complicidad abierta y descarada de los cuerpos de seguridad.

			En varios municipios era común —pero en Ciudad Juárez alcanzó niveles de escándalo— el hecho de que la policía detenía a presuntos narcos y delincuentes, y tan pronto se ponían a disposición de las autoridades estatales no tardaban ni 48 horas encerrados porque eran puestos en libertad.

			Un caso que llamó la atención y que ejemplifica lo anterior fue el de un joven policía que detuvo a unos sicarios que viajaban a bordo de un vehículo. Iban armados hasta los dientes. Le aconsejaron al policía que no se arriesgara porque lo iban a matar. La gente que iba en el vehículo era muy peligrosa. No hizo caso. Procedió a efectuar la detención de los delincuentes armado con un rifle R-15.

			Uno de los narcos le advirtió: “En 48 horas estaré libre y te buscaré para partirte la madre”. La sentencia era real y se cumplió. Transcurridas 48 horas el policía desapareció y fue hallado muerto con el tiro de gracia.

			No existía ningún tipo de colaboración entre las autoridades municipales y estatales. De acuerdo con cifras oficiales, en un trienio fueron detenidos cerca de 10 000 criminales en Ciudad Juárez acusados de secuestro, narcomenudeo y asesinato; solo 500 de ellos se quedaron en prisión, pues la gran mayoría fue puesta en libertad. 

			La Procuraduría no le daba ningún tipo de seguimiento a los casos —tampoco permitía que otras autoridades actuaran—, lo que derivó en más violencia y muerte. La corrupción policiaca y de las autoridades encargadas de la procuración de justicia frenaba las acciones incluso de la Federación.

			Ejemplo de ello fue el Operativo Conjunto Chihuahua, implementado por el gobierno federal en 2008, el cual resultó un fracaso. Anunciado por el entonces secretario de Gobernación Juan Camilo Mouriño como la panacea para resolver la violencia del narcotráfico en Chihuahua, las acciones militares terminaron convertidas en operaciones infructuosas.

			La idea de Mouriño, se dijo en aquella ocasión, era fracturar y desmantelar las cadenas y redes operativas, logísticas y financieras de los grupos criminales. Esa fue la razón por la que más de 4 000 policías federales, y otro tanto de militares, arribaron al estado y de inmediato tomaron el mando de la seguridad mediante la instalación de diez bases de operaciones mixtas y 46 puestos de control móviles. Para patrullar el estado, las fuerzas federales contaban con 180 vehículos, 13 equipos de detección molecular, tres aviones C-130 Hércules y un Boeing 727/100 de la Fuerza Aérea Mexicana.

			Ese aparatoso movimiento policiaco y militar buscaba frenar la violencia y debilitar al pernicioso Cártel de Juárez y a su principal ejército de sicarios, La Línea. Pero después de seis meses, ante la ola de terror que azotaba a Chihuahua, quedó claro que el despliegue de policías y militares era insuficiente frente al poder del narcotráfico.

			Ante la fuerza del Estado el narcotráfico respondía con más violencia y corrupción. Entonces la violencia se recrudeció. Hubo fuertes y cruentos ataques contra centros de rehabilitación para adictos; los penales del estado estaban bajo el control del narcotráfico, particularmente de las bandas aliadas al Cártel de Juárez como Los Aztecas, Los Mexicles y Los Artistas Asesinos, las cuales tenían infiltradas a todas las policías del estado.

			Los alcaldes chihuahuenses le exigieron al gobierno de Felipe Calderón que enviara cerca de mil soldados al estado. Y así se hizo. Los militares pronto sustituyeron a casi 800 agentes policiacos. Tras ser sometidos a exámenes para evaluarlos, resultó que los policías tenían nexos con el narcotráfico, eran consumidores de droga y una buena parte operaba como sicarios del Cártel de Juárez.

			Mientras las fuerzas federales realizaban operativos, detenciones y patrullaban el estado para pacificarlo, el crimen organizado exhibía a las autoridades por todas partes. 

			Días después de que César Duarte tomó posesión como gobernador, el crimen organizado le dio la bienvenida a su más puro estilo: dos familiares suyos fueron ejecutados, entre ellos Mario Humberto Medina, su sobrino. Era el primer aviso. Estaba claro que lo querían someter.

			La crisis de seguridad que heredó César Duarte tenía que ver, en buena medida, con la protección al crimen organizado que le dio el gobierno de José Reyes Baeza. Patricia González Rodríguez, quien fungió como procuradora del estado, fue severamente señalada por tener nexos con el Cártel de Juárez.

			Ya en el gobierno César Duarte, ocurrió un hecho que mantuvo a Patricia González Rodríguez en el ojo del huracán: su hermano, Mario González Rodríguez, fue secuestrado. El hecho ocurrió el 21 de octubre de 2010 y, según ella misma denunció, participaron expolicías y agentes activos del estado. Lo verdaderamente sorprendente es que luego apareció un video en el que su propio hermano la acusa de varios asesinatos y de tener vínculos con el Cártel de Juárez. El video habría sido grabado en las instalaciones de la Procuraduría del estado.

			Sin embargo, la exprocuradora protagonizó un escándalo. El entonces gobernador César Duarte, negó que en el plagio hubieran participado exagentes y agentes del estado. Patricia González dijo que tenía conocimiento de que la Secretaría de la Defensa Nacional —que la veía con recelo por sus presuntos nexos criminales— contaba con información sobre el secuestro de su hermano, el cual fue perpetrado por una célula del Cártel de Sinaloa que estaba confrontado con el de Juárez.

			La exprocuradora había generado serios conflictos en el estado y se le acusaba de haber obstaculizado, en el sexenio de Felipe Calderón, el Operativo Conjunto Chihuahua al dejar en libertad a cuanto delincuente era detenido. Estas acciones pusieron en evidencia sus presuntos arreglos con el crimen organizado, en particular con el Cártel de Juárez.

			Y el plagio de su hermano —llevado a cabo por el Cártel de Sinaloa— ponía en evidencia que le estaban cobrando la factura por la probable protección que otorgó, desde la Procuraduría del estado, al Cártel de Juárez, entonces encabezado por Vicente Carrillo Fuentes, quien enfrentaba un conflicto a muerte con Joaquín el Chapo Guzmán Loera.

			El crimen organizado se encargó de evidenciar las razones del secuestro de Mario González. En mantas que aparecieron en varios puntos del estado se denunciaba: “A las autoridades y al público en general: No se dejen engañar, las causas de todos los desmanes en esta ciudad son causados… por el Cártel de Sinaloa”. Y otra decía: “Qué pasó, Noel Salgueiro, para qué secuestraste a Mario González”.

			Y además se afirmaba que el secuestro del hermano de la procuradora Patricia González ocurrió porque ambos habían incumplido con los acuerdos pactados con el Cártel de Sinaloa.

			Tras la colocación de las mantas, el narcotráfico subió a YouTube un video en el que aparecía Mario González sometido a un interrogatorio. Se le cuestionaba sobre una ola de asesinatos ocurridos en Chihuahua y él responsabilizaba a su hermana de dichas muertes. El caso fue investigado por la PGR dentro de la averiguación previa PGR/CHIH/1613/2010-ll/B.

			La PGR hizo el seguimiento del caso y de un dato casi irrefutable: el video se había grabado en las instalaciones de la Procuraduría del estado, pues las características del interior del inmueble eran idénticas a las del edificio oficial. El contenido del video generó un fuerte escándalo.

			El interrogatorio implicó a funcionarios y exfuncionarios en el narcotráfico. Dijo, por ejemplo, que Ariel Meixueiro Muñoz, Ramón Humberto Oviedo Sáenz y Édgar Artemio García —alcalde, director y comandante de la policía municipal de Namiquipa, respectivamente— fueron ejecutados por La Línea.

			En Chihuahua, la administración de César Duarte continuó con la protección al crimen organizado otorgándole impunidad, y acalló las voces de los activistas mediante una oleada de crímenes con los que eliminó cualquier cuestionamiento a su gobierno.

			Ese fue el sello que impuso Duarte Jáquez en Chihuahua desde los primeros días de su gobierno, cuando el 16 de diciembre de 2010 fue asesinada frente al Palacio de Gobierno Marisela Escobedo Ortiz, quien se había convertido en un personaje incómodo para el gobernador. Había transcurrido poco más de un año y medio de su gestión y ya habían sido asesinados ocho activistas sociales y defensores de los derechos humanos.

			A pesar de que a Marisela Escobedo le habían asignado escoltas para cuidarla, el día que la asesinaron ninguno de ellos la protegió, lo cual generó fuertes sospechas de que detrás del crimen estaba la mano de César Duarte. Por todas partes se acusaba el entonces gobernador de haber cometido un crimen de Estado, que hasta la fecha está impune.

			La violencia que generó el narcotráfico en el sexenio de César Duarte no solo derivó en dolor social sino que el impacto se reflejó en el desplazamiento de miles de personas —en otros casos hubo desapariciones forzadas— que dejaron poblaciones enteras vacías.

			Un caso emblemático fue el municipio de Guadalupe, donde en 2008 había 18 000 habitantes y para 2014 solo quedaban 2 500 pobladores. Esto se explicaba porque 90 por ciento de la población había sido desaparecida por el crimen organizado y el resto de la gente se refugió fuera del estado por miedo a ser asesinada.

			Las poblaciones más afectadas por la violencia del narco fueron Guadalupe, Práxedis G. Guerrero y una pequeña parte de Ciudad Juárez. El entonces alcalde de Guadalupe, Gabriel Urteaga, resume en pocas palabras las causas de la desaparición y desplazamiento obligado de tantas personas: “La violencia, en general, se llevó a mucha gente”. El exalcalde de Villa de Juárez también describió la ruina de su municipios debido a la violencia: “Desde que se entra al pueblo se ve la destrucción. Donde yo vivo hay 35 casas vandalizadas, quemadas, abandonadas. Todo está destruido”.

			Miles de familias que huyeron por la violencia del narcotráfico buscaron asilo en Estados Unidos; contrataron abogados para tal fin pues nadie quiso regresar a sus poblaciones. Temían morir bajo las ráfagas de las metralletas y los cuernos de chivo, o quemadas, porque justamente eso hacían los sicarios: quemaban a sus víctimas para no dejar rastro de sus fechorías. También las enterraban vivas y ahí quedaban los cuerpos atrapados bajo pesadas placas de cemento.

			La violencia se recrudeció en Chihuahua desde 2008, cuando las autoridades anunciaron que el Cártel de Sinaloa había entrado en el estado para apoderarse de la plaza. Entonces empezó la guerra con el Cártel de Juárez, pues el Chapo Guzmán quería desplazar a ese grupo criminal y también buscaba acabar con la hegemonía de los Carrillo Fuentes en el narcotráfico.

			César Duarte utilizó la violencia del narcotráfico para desplegar una gran cortina de humo en los medios de comunicación. Incluso, llegó a afirmar que el capo Rafael Caro Quintero, quien salió de prisión mediante maniobras y argucias legales, operaba desde Chihuahua.

			Esta versión fue manejada por César Duarte a través de Jorge González, quien fuera fiscal del estado. Aseguró que tenía información de que Caro Quintero ya estaba en Chihuahua y que estaba decidido a disputar el territorio al Cártel de Sinaloa.

			Javier Corral desmintió la afirmación de González y dio su versión: 

			No hay ningún elemento, ninguna fuente policiaca confiable, tanto de la Policía Federal como militar, que confirme ese dicho. Las fuentes de inteligencia consultadas, tanto en México como en Estados Unidos, aseguran que no tiene capacidad ni poder para arrebatar una plaza y menos una tan importante como Ciudad Juárez.

			Caro Quintero ya está viejo, no tiene hombres ni poder para disputar algo como Juárez y menos al Cártel de Sinaloa, que la domina junto co n otros grupos del Cártel de Juárez.

			DUARTE JÁQUEZ: LAS DENUNCIAS DEL SAQUEO

			Desde principios de 2011, a escasos dos meses de haber asumido la gubernatura de Chihuahua, a César Duarte se le empezaron a documentar actos de corrupción y un amplio tráfico de influencias para enriquecerse a costa del erario.

			Muy pronto salieron a relucir los nombres de varias empresas utilizadas por el ahora exmandatario para obtener contratos mediante la compra de medicamentos a precios elevados. El gobierno de Chihuahua pagó miles de millones de pesos a través de esas empresas, las que a su vez le abonaban al gobernador cuantiosas sumas.
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